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DEBIDO PROCESO / INEXISTENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA / NIEGA. Para este Tribunal la medida adoptada por Colpensiones relativa a requerir a la parte interesada para que complemente su solicitud sobre cumplimiento de una sentencia judicial, con las copias del proceso ejecutivo adelantado para igual fin o la constancia de no haberse iniciado alguno, no constituye una determinación caprichosa o arbitraria pues, tal como se le explicó a la actora, dicho requisito se debe cumplir para prevenir defraudar al erario con el pago de prestaciones económicas que ya han sido canceladas. Por tanto, esa decisión no comporta en sí misma una vulneración al derecho al debido proceso administrativo. Y si bien en la demanda se afirmó que ya se habían adjuntado las copias de las piezas procesales solicitadas por el fondo de pensiones y que esa entidad debía tener conocimiento de las mismas pues intervino en ese proceso, por intermedio de apoderado, sobre lo primero, no existe prueba de la remisión de las copias o la constancia exigida, pues se dejó de incorporar al expediente la cuenta de cobro en la que se relacionaran los documentos allegados como anexos y la nota de haberlos recibido. En cuanto a lo segundo, el mero hecho de que la accionada haya actuado en el proceso ordinario, no libera a la interesada de cumplir la carga impuesta de aportar otros documentos que se refieren a proceso diferente, el ejecutivo que se haya iniciado para cobrar las sumas reclamadas o constancia de no haberse propuesto. Así las cosas, el amparo invocado debe ser negado y como a esa misma conclusión llegó el juzgado de primera instancia, el fallo recurrido será confirmado.       
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  Expediente No. 66088-31-89-001-2017-00151-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la señora Luz Mery de Jesús Cifuentes Romero, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 14 de diciembre último, en la acción de tutela que instauró la recurrente contra la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-, a la que fueron vinculados la Directora de Administración de Solicitudes y PQRS y los Gerentes de Defensa Judicial y de Reconocimiento de esa entidad.
ANTECEDENTES

1. Relató la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Mediante sentencia del 24 de abril de 2009, el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira condenó al ISS a pagar, al señor Guillermo Antonio Cifuentes Giraldo, el incremento pensional por cónyuge a cargo.

1.2 Luego de surtir múltiples trámites ante el ISS y Colpensiones “se logró mediante proceso ejecutivo y tutela” que esa última entidad cumpliera aquel fallo; tales prestaciones las sufragó hasta el 31 de enero de 2010.

1.3 El 28 de marzo de 2012 se presentó la respectiva cuenta de cobro por los montos adeudados y la inclusión en nómina de los sucesivos. Respecto a ese derecho de petición “ya existe cosa juzgada” pues por medio de sentencia de tutela, el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira concedió el amparo a esa garantía constitucional. 
1.4 El 16 de enero de 2015, falleció la señora Martha Tulia Romero de Cifuentes, persona a cargo del señor Guillermo Antonio Cifuentes Giraldo, razón por la cual el derecho al incremento pensional otorgado se extinguió.
1.5 El señor Cifuentes Giraldo falleció el 1º de agosto de 2015.

1.6 En atención al requerimiento realizado por Colpensiones, “los herederos dan autorización para que una sola de las hermanas reclame… lo adeudado, es así como se me otorga poder para… tramitar ante la entidad”. 
1.7 A pesar de que se cumplieron los requisitos exigidos, se agotaron los trámites a nombre de los herederos y aunque ya se había procedido así con el del causante, no se ha logrado obtener el cumplimiento de la sentencia laboral.
1.8 Como la entidad se abstuvo de responder, se vio en la necesidad de formular acción de tutela para proteger el derecho de petición.

1.9 Por oficio del 11 de julio de 2017 la Gerente de Defensa Judicial de Colpensiones se pronunció sobre aquella solicitud. Expresó que mediante Resolución GNR 187980 de 2012 se acató el fallo proferido y que “a corte de nómina se le informó al peticionario que debía allegar la totalidad de los documentos del proceso ejecutivo que siguió de proceso ordinario, documentos que permitirán establecer los valores cancelados, mismos que a la fecha no han sido aportados”. En consecuencia, la requirió para que aportara copia del citado expediente ejecutivo, que contenga el mandamiento de pago, los títulos judiciales, la liquidación del crédito y el auto que la aprueba, o constancia de que no se ha iniciado tal proceso.  
1.10 La petición fue contestada luego de casi un año desde la fecha en que se presentó; la dilación de los plazos por parte de la demandada es tal, que los verdaderos beneficiarios de la prestación reconocida, no pudieron disfrutarla. Además, con su respuesta, la entidad se niega a cumplir lo ordenado en la sentencia judicial, a pesar de que debe tener conocimiento de los procesos ordinarios, no solo porque estuvo representada en esos asuntos por apoderado judicial, sino porque entre sus archivos deben existir copias de las “resoluciones de pago y consignaciones”, máxime que la cuenta de cobro inicial únicamente pudo ser tramitada con la entrega de las copias de las sentencias autenticadas y de los trámites posteriores. 
1.11 Con esa actuación Colpensiones desconoce el artículo 9º del Decreto 19 de 2012 que prohíbe exigir documentos que ya reposan en la entidad.

1.12 La tutela es procedente pues se dirige a obtener la protección al derecho al debido proceso 
2. Pretende se ordene compulsar copias a la entidad competente para que se proceda a investigar el presunto fraude a resolución judicial en que incurrió la demandada, así como sus posibles faltas disciplinarias.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 29 de noviembre de 2017 se admitió la acción y se ordenó vincular a la Directora de Administración de Solicitudes y PQRS y a los Gerentes de Defensa Judicial y de Reconocimiento de Colpensiones.

2. Se pronunció el Director de Acciones Constitucionales de esa entidad para manifestar que de la verificación de su sistema de información, se pudo evidenciar que la señora Luz Mery de Jesús Cifuentes Romero elevó solicitud para obtener se acatara la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, sin que hubiere allegado copia de los documentos del proceso ejecutivo, en caso de existir, o constancia de no haberlo promovido. Esa circunstancia fue puesta en conocimiento de la peticionaria por oficio del 7 de julio de 2017, pero a la fecha no se han aportado tales soportes, los que resultan indispensables para cumplir un fallo judicial, pues con ellos se garantiza la transparencia y seguridad en el reconocimiento de prestaciones económicas, de acuerdo con las normas del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que establece la necesidad de verificar la autenticidad de las sentencias y de los autos que imponen costas procesales.
3. Mediante sentencia del 14 de diciembre pasado, el señor Juez Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría negó el amparo invocado.
Para decidir así, estimó que en este caso se incumple el requisito de la inmediatez ya que el derecho de petición fue elevado el 19 de agosto de 2016 y solo hasta finales del mes de noviembre de 2017 se acudió a la acción de tutela, sin que se evidencie situación que justifique esa demora. En relación con el derecho al debido proceso indicó que la entidad procedió a exigirle incorporar una serie de documentos, en razón a que los que ya se habían aportado estaban a nombre del pensionado y la beneficiaria y por eso debían ser actualizados con el de sus herederos, requisito necesario para evitar pagos dobles de prestaciones y garantizar así los principios de transparencia y seguridad. Por último, señaló que la petición dirigida a compulsar copias para la investigación disciplinaria frente a la entidad demandada, es improcedente “pues dicha solicitud debió surtirse mediante el tramite (sic) incidental dentro de la acción de tutela que resolvió el derecho de petición”.
4. Inconforme con el fallo, la accionante lo impugnó. Alegó que la acción de amparo tiene origen en el proceder de la Gerente de Defensa Judicial de Colpensiones, que de manera sistemática ha dilatado el pago de la sentencia judicial, ya que inicialmente pidió se otorgara poder a uno de los herederos para que los representara en esa actuación administrativa y luego de cumplir varios requisitos “y varias tutelas”, formuladas ante la falta de respuesta frente a la cuenta de cobro, se pronunció, casi un año después, para solicitar copia del proceso ejecutivo, requerimiento que calificó de extravagante “porque son documentos de obligatorio recaudo para la accionada pues se les notificó, han sido parte del proceso, y se les envió con la cuenta de cobro los soportes de la misma”. 

Frente a la decisión del juez de primera instancia dijo que: a) inventa una nueva clase de incidentes dentro del trámite de las acciones de tutela; b) desconoce la obligación de requerir a la autoridad competente con el objeto que se investigue el delito y las conductas disciplinarias en que incurrió la demandada; c) se consideró que el derecho invocado era el de petición, cuando los hechos involucran el del debido proceso, vulnerado con la respuesta emitida por Colpensiones. En razón a lo anterior, no podía aplicarse el requisito de la inmediatez desde la fecha en que se presentó la reclamación sino desde su contestación. De todas formas, para tener por superado tal presupuesto es necesario aplicar las reglas que sobre el particular ha señalado la jurisprudencia constitucional, de las cuales resaltó la relativa a que la vulneración permanezca en el tiempo y d) aunque se justificó el proceder de la accionada en el hecho de que los ahora peticionarios son diferentes a los iniciales, se pregunta ¿cuál es el cambio sustancial de los documentos aportados por el pensionado, relativos al proceso ejecutivo, y los que pudieran aportar sus herederos? Reiteró algunos argumentos formulados en la demanda y solicitó se revocara la providencia impugnada y en su lugar se proteja su derecho al debido proceso.          
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si: a) procede la acción de tutele para ordenar se investigue el proceder de la entidad demandada respecto del trámite administrativo desplegado con ocasión a la cuenta de cobro de sentencia judicial presentada por la demandante y b) si se lesionó el debido proceso a la accionante con la exigencia que le hizo de aportar copias del proceso ejecutivo que al efecto se hubiere iniciado o constancia de no haberlo hecho, a efectos de cancelarle unas sumas de dinero que adeuda.

3. Es sabido que una de las características de la tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros mecanismos judiciales, o cuando aun existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación, para evitar un perjuicio irremediable.

Sobre el principio de subsidiariedad como requisito de procedencia de la acción de amparo, la Corte Constitucional ha señalado: 

“31. La acción de tutela es un mecanismo de defensa judicial que permite   la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales      de una persona, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o incluso, en      ciertos casos, de los particulares. En los términos del artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela procederá siempre que la persona no disponga de otro medio de defensa judicial para amparar su derecho, o cuando aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

32. Es importante tener en cuenta que la protección de los derechos constitucionales no es un asunto que haya sido reservado exclusivamente a la acción de tutela
. En la medida en que la Constitución de 1991 impone a las autoridades de la República la obligación de proteger a todas las personas en sus derechos y libertades (C.P. art. 2°), se debe entender que los distintos mecanismos judiciales de defensa previstos en la ley han sido establecidos para garantizar la vigencia de los derechos constitucionales, incluidos los de carácter fundamental. De ahí que la propia Constitución prevea a la tutela como un mecanismo de carácter subsidiario frente a los demás medios de defensa judicial, los cuales son entonces los instrumentos preferentes a los que deben acudir las personas para lograr la protección de sus derechos.

33. Como excepción a la regla general anteriormente señalada, esta Corte
 ha indicado que la acción de tutela resulta procedente si (i) el juez constitucional logra determinar que los mecanismos ordinarios de defensa no son idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; o (ii) es necesario otorgar el amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. En este último caso, esa comprobación, da lugar a que la acción proceda en forma provisional, hasta tanto la jurisdicción competente resuelva el litigio de manera definitiva
.

34. Ahora, para que el perjuicio irremediable sea protegido vía la acción de tutela, se debe caracterizar (i) por ser inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; (ii) por ser grave, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y (iv) porque la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

En el caso concreto, la actora pretende se compulsen copias a las autoridades competentes a fin de que se investigue si la entidad accionada incurrió en conductas disciplinarias o punibles al resolver la solicitud de cumplimiento de fallo que le formuló. Sin embargo este medio especial resulta improcedente para elevar ese tipo de solicitudes.
En efecto, el juez de tutela, en principio, no es el competente para ordenar esa clase de requerimientos como quiera que para esos fines la accionante debe promover directamente las respectivas denuncias ante la Procuraduría y la Fiscalía General de la Nación entidades que, en su orden, son las encargadas de adelantar los procedimientos disciplinarios contra empleados públicos e investigar las conductas tipificadas como delitos, como medios principales e idóneos de defensa judicial.

Sobre el aspecto que se analiza resulta válido citar un pronunciamiento de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela
, en el que expresó:

“… si en sentir del recurrente presuntamente se han consumado, al interior de las actuaciones administrativas reseñadas, conductas que podrían ser objeto de investigaciones penales o disciplinarias, es menester precisar, le incumbe al interesado ponerlas en conocimiento de las autoridades correspondientes, asumiendo su responsabilidad por la denuncia y las consecuencias derivadas de ello. 

Respecto a este tópico, la Corporación expresó:

“(…) [E]s preciso indicar que si el aquí convocante estima que alguno de los intervinientes incurrió en conductas disciplinarias y penales que deben averiguarse, y cuenta con los elementos y argumentos necesarios para sostener su denuncia, está facultado para radicar en forma directa la noticia criminal o sancionatoria respectiva, haciéndose por supuesto responsable de su gestión y consecuencias. Sobre el punto ha dicho la Sala: ‘En relación a la petición de compulsar copias a la Fiscalía General de la Nación, el peticionario queda en plena libertad de formular la correspondiente denuncia penal toda vez que no se cuentan con los elementos de juicio para determinar la existencia de un delito (…)”
.

Y aunque de forma excepcional el amparo procedería de concurrir un perjuicio irremediable, circunstancia como esta no fue acreditada, ni de los hechos de la demanda se puede inferir que los derechos de la accionante se encuentren ante lesión inminente y grave, que por lo tanto requieran atención urgente por parte del juez de tutela.  

En estas condiciones la acción de amparo resulta improcedente para acceder a la pretensión de la demanda.

4. La actora considera lesionado su derecho al debido proceso porque la Gerente de Defensa Judicial de Colpensiones, además de resolver de manera tardía la solicitud elevada para obtener el pago de la prestación adeudada, desconoció las normas que regulan la materia, pues le exige aportar una serie de documentos que ya reposan en la entidad y que, al tratarse de piezas procesales de actuación en la que esta intervino, debe conocerlas.

Frente a ese derecho, la Corte Constitucional ha dicho: 

“En lo concerniente al debido proceso administrativo, debe señalarse que se encuentra regulado en el Artículo 29 de la Constitución Política, en el cual se determina la aplicación del debido proceso en “toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”; así como en el Artículo 209 del mismo texto y en el numeral 1º del Artículo 3º de la Ley 1437 de 2011, normas en las que se regula como un principio fundamental de la función administrativa.
 
Frente a este particular, en la Sentencia C-980 de 2010, la Corte señaló que el debido proceso administrativo ha sido definido jurisprudencialmente como:
 
 “(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal”
. Ha precisado al respecto, que con dicha garantía se busca “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados”
.
 
En la misma providencia, se determinó que las garantías establecidas en virtud del debido proceso administrativo, de acuerdo a la jurisprudencia sentada por este alto Tribunal, son las siguientes:
 
“(i)ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.”
 
Para las autoridades públicas, el debido proceso administrativo implica una limitación al ejercicio de sus funciones, puesto que en todo proceso, desde su inicio hasta su fin, deben obedecer de manera restrictiva a los parámetros procedimentales determinados en el marco jurídico vigente. Con lo anterior se pretende eliminar todo criterio subjetivo que pueda permear el desarrollo de los procesos administrativos y, a su vez, evitar la conducta de omisión, negligencia o descuido en que puedan incurrir los funcionarios relacionados en el proceso…”

La única prueba que reposa en el expediente es precisamente aquella contestación del 7 de julio de 2017, por medio de la cual la citada funcionaria, con ocasión a la solicitud presentada por la accionante el 19 de agosto de 2016, a fin de obtener se pagara a los herederos del señor Guillermo Antonio Cifuentes Giraldo el retroactivo sobre el incremento pensional reconocido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, le informó que mediante Resolución GNR 187980 del 22 de julio de 2012 se cumplió aquel mandato judicial pero que “a corte de nómina se le informó al peticionario que debía allegar la totalidad de los documentos del proceso ejecutivo que siguió de proceso ordinario, soportes que permitieran establecer los valores cancelados, mismos que a la fecha no han sido aportados”. Por tanto, la requirió para que allegara copia auténtica del mandamiento de pago, la liquidación del crédito y del auto que la aprueba o constancia de no haberse iniciado el proceso ejecutivo, los cuales deben expedirse en los términos de los artículos 114 y 115 del Código General del Proceso, y le explicó que para proceder a realizar el estudio de la reclamación, era necesario allegar esos soportes para garantizar así la transparencia y seguridad y evitar el doble pago de prestaciones económicas y la afectación del erario público, circunstancias que generarían sanciones disciplinarias y penales y afirmó que por esas razones, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo exige la verificación de la autenticidad de las sentencias y de los autos que imponen costas procesales
.   

Para este Tribunal la medida adoptada por Colpensiones relativa a requerir a la parte interesada para que complemente su solicitud sobre cumplimiento de una sentencia judicial, con las copias del proceso ejecutivo adelantado para igual fin o la constancia de no haberse iniciado alguno, no constituye una determinación caprichosa o arbitraria pues, tal como se le explicó a la actora, dicho requisito se debe cumplir para prevenir defraudar al erario con el pago de prestaciones económicas que ya han sido canceladas. Por tanto, esa decisión no comporta en sí misma una vulneración al derecho al debido proceso administrativo.
Y si bien en la demanda se afirmó que ya se habían adjuntado las copias de las piezas procesales solicitadas por el fondo de pensiones y que esa entidad debía tener conocimiento de las mismas pues intervino en ese proceso, por intermedio de apoderado, sobre lo primero, no existe prueba de la remisión de las copias o la constancia exigida, pues se dejó de incorporar al expediente la cuenta de cobro en la que se relacionaran los documentos allegados como anexos y la nota de haberlos recibido. En cuanto a lo segundo, el mero hecho de que la accionada haya actuado en el proceso ordinario, no libera a la interesada de cumplir la carga impuesta de aportar otros documentos que se refieren a proceso diferente, el ejecutivo que se haya iniciado para cobrar las sumas reclamadas o constancia de no haberse propuesto.

5. Así las cosas, el amparo invocado debe ser negado y como a esa misma conclusión llegó el juzgado de primera instancia, el fallo recurrido será confirmado.       
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 14 de diciembre de 2017, dentro de la acción de tutela promovida por la señora Luz Mery de Jesús Cifuentes Romero contra Colpensiones.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



� Corte Constitucional, sentencia T-150 de 2016


� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011


� Corte Constitucional, sentencia T-150 de 2016.


� Sentencia T-481 de 2017, M.P.: Carlos Bernal Pulido





� Sentencia STC203-2018 del 19 de enero de 2018. M.P.: Luis Armando Tolosa Villabona


� CSJ STC 11 de noviembre de 2011, exp. 00502-01, reiterada el 14 de marzo de 2013, exp. 00492-00.


� Sentencia T-796 de 2006


� Ibidem


� Sentencia T-051 de 2016, MP: Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


� Folio 1, cuaderno No. 1





1

